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6121 Sala Primera. Sentencia 33/1995, de 6 de
febrero de 1995. Recurso de. amparo
3.086/1993. Contra Autos de la Audiencia
Provincial de Lérida que acordaron ejecutar
la Sentencia dictada por la. propia Audiencia,
que condenó al recurrente como autor de los
delitos· de robo, y que fueron dictados mien­
tras se tramitaba la solicitud de indulto del
recurrente. 'Supuesta vulneración del derecho
a 1(1 tutela judicial efectiva: pérdida de objeto
de la demanda de amparo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon Y' González-Regueral,
don Carlos. dé la Vega Benayas, don _Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende Y don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.086/98, promovido
por don Leonardo Carballido Toledo, bajo la represen­
tación del Procurador de los Tribunales don Pedro Anto­
nio Pardillo Larena, Y asistido de la Letrada doña María
Teresa Sánchez Concheiro, contra los Autos de la Sec­
ción Segunda de la Audiencia Provincia1de Lérida, de
13. Y 24 de septiembre- de 1993, dictados en fase de
ejecución de Sentencia de esa misma Sala, de 6 de
febrero del. mismo año. Ha comparecido el Ministerio
Fiscal Y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de
la Vega Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
21 de octubre de 1993, el Procurador de los Tribunales
don Pedro Antonio Pardillo Larena, en nombre Y repre-

. sentación de don LeonardoCarballido Toledo, interpuso
recurso de amparo contra los Autos de la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Lérida, de 13 Y 24 de
septiembre de 1993, dictados en fase de ejecución de
la Sentencia de esa misma Sala, de 6 de febrero de
ese mismo año.

2. El recurso se basa en síntesis en los siguientes
antecedentes de hecho:

a) Con fecha de 6 de febrero de .1993, la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Lérida dictó una
Sentencia en la que condenaba al' hoy demandante de
amparo, como autor responsable de un delito de robo
con fuerza en las cosas, a la pena de cuatro años dos
meses Y un día de prisión menor, con suscorrespo,n'"
dientes accesorias; y, como autor responsable de un deli­
to de robo con intimidación, a la pena de seis meses
y un díade prjsión menor y accesorias correspondientes.'
En ambos casos se le apreció, como circunstancia ate­
nuante, su condición de drogodependiente. Por otra par­
te, en la mencionada resolución se reconoció la exis­
tencia de dilaciones indebidas en el·proceso, toda vez
que los hechos enjuiciados habían sido llevados a cabo
durante los meses de octubre y noviembre de 1981
y que la causa había estado paralizada en distintas oca­
siones, si bien expresamente se rechazaba la posibiJ.¡dad
de apreciar por ello que los delitos habían prescrito o
de aplicar la atenuante analógica prevista en el arto 9.10
C.P. Tales dilaciones indebidas fueron, sin embargo,teni­
das en cuenta por el juzgador de instancia para ejercitar
la facultad contemplada en el arta 2.2 C.P. y, en virtud

de -ella, acudir al Gobierno en solicitud de la concesión
del indulto de dos de los condenados, uno de ellos el
solicitante de amparo. Petición que se justificaba en el
fundamento jurídico 7.° de la Sentencia de la siguiente
manera:ccdadoque se está juzgando a personas distintas
en sus circunstancias personales, familiares y sociales,
.y la pena no cumple o puede nOI cumplir 'Ias funciones
de ejemplaridad y de rehabilitación del culpable, que
son los fines que la justifican. Ha de va.lorarse espe­
cialmente la constatada rehabilitación de dos de los acu­
sados, que iniciaron durante la tramitación de la causa
el proceso de desintoxicacióf1, concluyéndolo deforma
satisfactoria y reintegrándose a la vida profesional y fami­
liar, todo ello con anterioridad al acto del juicio oral.
Por ello resulta profundamente injusta la imposición de
una sanción penal casi doce años después de la pro­
dúcción de los hechos, cuando la vida de los acusados
ha variado sustancialmente,· presentando dos de ellos'
una rehabilitación b reinsercion social (uno de los fines
de la pena); que la sanción ahora impuesta sólo va a
perjudicar. Procede, en consecuencia, una vez sea firme
la Sentencia, elevar exposición al Gobierno de la Nación
solicitando el indulto total de ·Ios acusados)). Al final de
la Sentencia de referencia, se advertía que contra la mis­
ma cabía interponer. recurso de casación ante la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, posibilidad de la que
no hizo uso el solicitante de amparo. Por consiguiente,
la Sentencia de -instancia fue declarada firme por Auto
de la Sala de 22 de julio de 1993.

b) Con fecha de 13 de septiembre. de 1993, la Sec­
ción Segunda de la Audiencia Provincial de Lérida dictó
un Auto en el que acordaba ejecutar la Sentencia de
instancia, de conformidad con lo dispuesto en el arta
2.2 C.P. y en el arta 32 de la Ley de 18 de junio de
1870, reguladora de la gracia del indulto. Presentado
por el Ministerio Fiscal recurso de súplica contra la ante­
rior resolución, basado en el contenido de la Instrucción
5/92, de 18 de junio, de la Fiscalía General del Estado
y en el fundamento jurídico 7.° de la Sentencia de ins­
tanciaanteriormente. transcrito, así como por el deman­
dante de amparo por esos mismos motivos, ambos fU.e­
ron desestimados por Auto de la Sala de 24 de sep­
tiembre de 1993, noÜficado al recurrente el día 27 de
ese mismo mes y año.

3. La representación del recurrente estima que los ­
Autos dictados por la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Lérida, en el trámite de ejecución de la
Sentencia de esa misma Sala de 6 de febrero de 1993,
han vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, reconocido en el arta 24. 1 C.E.

En apoyo de dicha pretendida vulneración, se argu­
menta en la demanda' que tales resoluciones están en

- contradicción con lo declarado por la Sala en el fun­
damento jurídico 7.°. de la Sentencia cuya ejecución se'
ordena. Pues de acuerdo con lo manifestado en dicho
fundamento jurídico 7.°, no sólo ha de concluirse que
la ejecución .de la condena impuesta al señor Carballido
Toledo resulta intempestiva, extemporánea e inoportuna
en la actualidad, sino que la decisión de ejecución no
guarda la debida coherencia con el contenido de la reso­
lución ejecutada, exigida por el Tribunal Constitucional,
entre otras, en sus SSTC 13/1989, 148/1989 y
189r1990.

En consecuencia, se pide a este Tribunal que anule
los Autos recurridos y que, entretanto, suspenda la eje­
cución que en los mismos se ordena mientras se tramita
el indulto solicitado por el recurrente con fecha de 1
de julio de 1993. .

4. Por providencia de· 30 de noviembre de 1993,
la Sección Segunda de este Tribunal, a tenor de lo dis-
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puesto en el art.50.3 de la LOTC, concedió un plazo
común de diez días al Ministerio Fiscal y. al solicitante
caamparo, para que dentro del citado término alegaran
lo que estimaran pertinente en relación con la posible
existencia del motivo e inadmisión previsto en el, arto •
50.1, c), de la LOTC consistente en carecer la demanda
manifiestamente de contenido que justifique una deci­
sión por parte de este Tribunal. '

5. Mediante escrito prese'núldo en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el 10 de diciembre de 1993, la
representación procesal qel recurrente reiteró. sus ale­
gaciones respecto a que los Autos impugnados vulne­
raban el. derecho a la tutela judicial efectiva garantizado
en elart. 24.1 C.E., por cuanto no se ejecuta la Sentencia
correspondiente en sus propios términos, de manera que
se desnaturaliza y se contradice el alcance y contenido
de la Sentencia dictada por la Sección Segunda de la
Audiencia Provincial, de 6 de febrero. de 1993, que en
,su fundamento jurídico 7.° declaraba que resultaría injus­
to imponer al actor una sanción penal. Por todo ello
solicitó al Tribunal que acordara admitir á trámite el recur- '
so por cuanto la demanda no carecía de contenido.

6. El Fiscal evacuó el traslado conferido por escrito
, registrado el día 21 de diciembre de 1993 en el que

interesó la admisión a trámite del recurso; afirma que
la finalidad de la Sentencia, ,de cuya· ejecución se trata,
es propiciar la reinsercióndel condenado, habida cuenta
su rehabilitación, y que ello, se aviene mal con la eje­
cución del fallo condenatorio. El supuesto dilema entre
lo anterior y la necesidad de no dilatar el proceso de
ejecución (art. ,24. 1 Y ,2 C:E.), debe resolverse, en prin­
cipio, en favor de la ejecución, ya que la Ley descarta
la suspensión del proceso de .ejecución "por la mera-con­
currencia de una petición de indulto; continúa señalando
que la Instrucción de la Fiscalía General de Estado

, 5/1992, de 19 de junio, sobre la interpretación del
art. 2.2 de I~ Ley de 18 de junio de 1970, conforme
a la cual actuó la Fiscalía de Lérida, oponiéndose a los
'Autos recurridos, afecta también en su cumplimiento
a la Fiscalía ante este Tribunal Constitucional, laque
le lleva a interesar la admisión a .trámite del' recurso.

, 7. Por providencia de 14 de enero de 199,4, la Sec­
ción S~gunda acordó tener por remitidos los escritos
presentados por el. 'Ministerio Fiscal y por el Procurador
señor Pa'rdillo Larena, y, a la. vista de lo alegado, admitir
a trámite la demanda de amparo; asimismo y a tenor
de lo dispuesto en el arto 56 de' la LOTC, se- acordó
requerir nuevamente ala Audiencia Provincial de Lérida
para que en el término de diez días, remitier~ testimonio
del rollo 207/91, y de la$ diligencias previas 1.936/89,
interesándose al propio tiempo, el emplazamiento de
cuantos hubieran sido parte en el proceso, salvo el
recurrente en amparo, para que, en el plazo de diez días
comparecieran en el presente proceso constitucional. Al
mismo tiempo, conforme solicitó la parte recurrente, se
abrió la correspondiente pieza separada de $uspensión.

8. En la pieza de suspensión, por -Auto de fecha
27 de enero de 1994, la Sala acordó suspf;lnder la eje­
cución de los Autos de 13 y 24 de -septiembre, '{'-en
consecuencia, la Sentencia de 6 de febrero .de 1993,
dictada por la Sección' Segunda de la' Audiencia Pro­
vincialde lIeida en diligencias previas núm. 1.93,6/89
en el rollo 207/91, en cuanto se refiere a las penas
privativas de libertad y accesorias impuestas a Leonardo
Carballido Toledo, no suspendiéndose respecto del pago
de las ind~mnizaciones y costas.

9. Por providencia de 28 de febrero de 1994, la
Sección Segurtda de este Tribunal acordó tener por reci­
bidas las actuaciones remitidas y, a tenor de lo dispuesto
en el arto 52 LOTC, dar vista de las mismas al Ministerio

Fiscal y al Procurador señor Pardillo Larena, durante vein­
te días para que, dentro de dict10 ,término, presentaran
las aleg~ciones que a su d~recho convinieran.

10. La representación procesal del actor formuló
sus alegaciones mediante escrito que' fue registrado' el
día 24 de marzo de 1994, en el dio por reproducidos
los hechos 'expuestos en los antecedentes del recurso

,de amparo, y afirmó que los Autos dictados por la Audien­
cia Provincial en ejecución de Sentencia vulneran el arto
24.1 C.E. pues niegan al recurrente la tutela efectiva
de' los Tribunales. Al acordar la ejecución de la Sentencia,
la Sala no actuó de acuerdo con la doctrina de este
Tribuna'l Constitucion'~1, y afirma que los Autos dictados
,en ejecución no tomaron en cuenta lo manifestado en
la propia Sentencia (hecho 4.° y fundamento de derecho
7.°), en la que se expone que resulta injusta la imposición
de una sanción' penal doce años después de los hechos.
Así pues, al no tener en cuenta el contenido de la Sen­
tencia y no interpretar razonadamente el fallo en' función
de 'sus fundamentos, tal como se declara en 'la
STC 189/1990. se negó al actor latotela judicial efectiva
a la que tenía derecho, de acuerdo -con el arto 24.1 C.E.

11. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional formuló
sus alegacipnes mediante escrito presentado el día 28
de marzo de 1994; en él afirma, que las resoluciones
impugnadas dan cumplimiento a lo decidido en la Sen­
tencia de cuya ejecución se trata, si· bien es cierto que
la intención que se desprende del. fallo condenatorio 'es
propicia, la. reinserción del' condenado habida cuenta
su rehabilitación, y ello se aviene mal con la ejecución
del fallo condenatorio. Pero el supuesto dilema entre
lo anterior y la necesidad de no dilatar el proceso de
ejecución' (art. 24; 1 y 2 e.E.), debe resolverse, en prin~
cipio, ~n favor de la ejecución, pues la Ley descarta la
suspensión del proceso de ejecución por la mera con­
currencia de la solicitud· de indulto. Tras un examen de
las actuaciones remitidas estima que no es posible patro­
cinar la .estimación del· amparo, pues en modo alguno
pued~ 'estimarse que las resoluciones judiciales puedan
vulnerar el arto 24~ 1 C.E. Unicamente cabría la posibi­
lidad, interpretando la Instrucción de la Fiscalía General
del Estado ce 5/92, de 19 (fe junio, de conectar una
posible violación del arto 24'.1 C.E. con el arto 25.2 C.E.,
(finalidad rehabilitadora y reinsertadora de las penas).
Refiere que la Instrucción núm. 5/92, al interpr~tar el
arto 2.2 de la Ley de 18 de junio de 1870, en relación
con el R.O. de 24 de diciembre de 1915, y con el arto
25.2 C.E., en realidad está advirtiendo que no es óbice
para la tramitación del indulto el ingreso en prisión de1
condenado.' No se refiere pues a la suspensión de- la'
ejecución' de la Sentencia por la existencia de una peti­
ción de indulto, algo que prohíbe expresamente el arto
32 de la Ley de 1870; y que en los casos como el
de autos, no debería hacerse peligrar el proceso de réha­
bilitación y reinserción social del condenado, pero tal
cautela y finalidad no encuentra acomodo de protección
constitucional ni en el arto 24.1, ni en el arto 25.2 C.E.,
ce.me y4 declaró este Tribunal Constitucional. Por todo

,Ioexplliesto, interesa que se dicte Sentencia acordando
desestímar el amparo solicitado por entender que las
resQluciones recurridas no han 'vulnerado los citados pre­
ceptos constitucionales.

12. r:'or providencia de 20 de dic,iembre de ,1994, ,
se señaló para'deliberación y votación de esta Sentencia
el día 22 del mismo mes y año.

13, . Por providencia de 10 de enero de 1995. la .
Secci6n acordó la suspensión del trámite para delibe­
ración y votación, y otorgar un plazo común de diez

. días al Mjhisterio Fiscal y Procurador señor Pardilla Lare- '
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na, para que a la vista de lo acordado en el Real Decreto
2.027/1993, de 19 de noviembre (cBOE» 301, de 17
de diciembre de 1993), por el que se indulta al recurrente
don Leonardo Carballido Toledo, aleguen toque estimen
procedente sobre ra carencia de objeto del presente
recurso de amparo.

14. El Fiscal, en escrito de 19 de enero de 1995,
alega quecarec,e. de objeto el presente recurso, ya que
no era otro el que presidia el actual proceso constitu­
cional como se desprende del suplico de la demanda,
que pretendía la suspensión de la ejecución de la con­
dena impuesta entre tanto se tramitaba la petición de
indulto d~ducidaparacon el actor. En razón a lo expues­
to, procede declarar gueel presente proceso de amparo
ha quedadosin objeto, acordando su archivo..

15. Don Pedro Antonio Pardillo Larena, Procurador
de los Tribunal~s y de don· Leonardo Carb911ido Toledo,
en escrito de 25de enero de 1.995, reit~ra las alega­
ciones de su escrito de 21 dé octubre de 1993, y termina
diciendo que el hecho de que el señor Carballido haya
sido indultado, no sUbsanó la violación del arto 24 de
la C.E., precepto infringido por la Sala Segunda de la
Audiencia Provincial de L1eida el día 24 de septiembre
de 1993, persistiendo por ello el objeto del presente
recurso de amparo. .'

16. Por providencia de 2 de febrero de 1995, la
Sala acordó levantar la suspensión del trámite -de deli­
beración y votación de este recurso, que ha finalizado
en el cHa de la fecha.

U. Fundamentos jurídicos

1. .Corno e·s. sabido, el recurso de amparo tiene por.
objeto' la protección de los derechos y libertades reco­
nocidos en la Constitución (art. 41. 1 LOTC), frente a
las violáciones de los mismos originadas por los poderes
especificados en el precepto citado, apartado 2.

A su vez, el arto 55: 1 de la citada Ley establece 'que
«la Sentencia que otorgue el' amparo contendrá alguno
o algunos de los pronunciamientos siguientes: a) Decla­
ración de nulidad de la decisión, acto o resolución que
hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o I,iber­
tades protegidos. con 'determinación en su caso de la
extensión de sus efectos; b) Reconocimiento del derecho
o libertad pública# de conformidad con su contenido
constitucionalmente declarado; c) Restablecimiento
del recurrente en la integridad de su derecho o libertad
con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso,
para su conservación)).

2. La presente demanda de amparo se dirige contra
los Autos de la Sección Segunda de la Audiencia Pro­
vincial de Lérida, de 13 y 24 de septiembre de 1994,
en los que se acordó ejecutarla Sentencia dictada por
esa misma Sala el día 6'de febrero del mismo año, que
cQndenó al recurrente como autor responsable de dos
delitos de robo, uno con fuerza en las cosas, y. otro con
intimidación, a sendas penas privativas de libertcd _

En la demanda de amparo se imputa a ambas reso­
luciones judiciales impugnadas la vulne'ración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva garantizado en el arto .
24. 1 C.E., por cuanto, se afirma, están en contradicción
con lo declarado por la Sala en el fundamento jurídi­
co 7.° de la Sentencia cuya ejecución acuerda"'; se sos­
tiene que, conforme a lo expuesto en ésta, ·Ia ejecución
de la condena resulta intempestiva V extemporánea, y
que la decisión de dar cumplimiento a la pena impuesta
no guarda la debida coherencia con el contenido de
la resolución ejecutada, exigida por este Tribuna! elilas
SSTC 13/1989,148/1989 y 189/1990.

. .
A su vez" en el suplico se pide dictar Sentencia. con

la revocación del Auto de 24 de septiembre de la Sala
Segunda de la Audiencia Provincial de L1eida, en el ctIiIe
se confirma el de 13 de septiembre, en el que se acuerda

.,. la ejecución de la Sentenciá de 6 de febrero y la cons­
titución en prisión·de don Leonardo Carballido Toledo
reconociendo en la misma el derecho a la tutela efectiva
ce Jueces y Tribunales y, en consecuencia,' se suspenda'
la ejecucjón de la mencionada Sentencia, en tanto se
tramita el. indulto soliCitado por. el recurrente el dia 1
de julio de 1993, suspendiendo la ejecución del Auto
de 24 de septiembre mientras se tramita el presente
recurso de amparó.

3. Queda, pues, suficientemente claro que la con-
o creta petidón del recurrente es la de que no se ejecutara
o comenzara a ejecutar la pena que se le había impuesto,
en tanto· no se decidiera sobre su indulto, precisamente
solicitado por la Sala sentenciadora.

Ahora bien, aparece acreditado, tras la diligencia de
comprobación ordenada por esta Sala, que el recurrente
fue beneficiado con la gracia de indulto mediante Real
Decreto 2027/1993, de 19 de noviembre, publicado
en el «Boletín Oficial del Estado)) de 17 de diciembre
del mismo año, es decir, dos meses después de haber
presentado aquél el. presente recurso de·amparo (21
de octubre de 1993), sin que dicho recurrente hubiera
manifestado a este Tribunal y Sala. Primera en ningún
momento la concesión del indulto.

4. Como se ha visto al reproducir antes el. arto 55­
de. la LOTe, el. contenido específico de la Sentencia de .
amparo, luego de reconocer el derecho cuya protección
se reclama, es el de restablecer al recurrente en la inte­
gridad del mismo. Obvio resulta que· si ese derecho -in­
dependientemente de la viabilid~d o no del recurso inter­
puesto ante la presunta violación del derecho- fue ya
restablecido o' reconocido, incluso en la forma o moda­
Iidadsolicitadapor el recurrente, o sea la inejecución
de la pena de privación de libertad mientras se tramitara
el indulto, es claro que la presente demanda ha perdido
su objeto y .finalidad y ello .desde la fecha del indulto,

o de cuya ·concesión debió advertirse a este Tribunal en
aras de la buena fe procesal (art. 11 de la L.O.P.J.), y
ño permitir que el Proceso siguiera Su curso hasta la
fecha. .

, No hay, por supuestó, y por otra parte, razón alguna
.que, afectando al interés público o general, aconsejara ,
dictar Sentencia en cuanto al fondo, lo que supondría
pronunciar un 'fallo sin contenido, al menos el.autorizapo
por su Ley Orgánica a este Tribunal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Leonardo Carballido Toledo. .

Publíquese. esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a seis de febrero de mii novecientos
noventa y cinco.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-F'errer,-FernandoGarcía-Món y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal AUende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.


